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    INTRODUCCIÓN




    EL DERECHO FRENTE A LA PANDEMIA DE LA ALIMENTACIÓN (IN)ADECUADA




    Laura Pautassi y Marcelo Alegre




    Este libro reúne los resultados del proyecto de Investigación y Desarrollo en Áreas Estratégicas con Impacto Social (Pidae) “Desafíos regulatorios y de políticas públicas para el derecho a la alimentación adecuada en la Argentina” con financiamiento de la Universidad de Buenos Aires (UBA) (1)  y sede en el Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales Ambrosio L. Gioja de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (UBA).




    El objetivo principal del Proyecto fue analizar, desde un enfoque interdisciplinario, la normativa que garantiza el derecho humano a la alimentación adecuada (DAA), los marcos analíticos que la han incorporado y las principales respuestas desde las políticas públicas –tanto a nivel de su formulación como de su implementación– y la jurisprudencia existente. El abordaje se concentra especialmente en la Argentina, aunque considerando tendencias regionales, buscando identificar herramientas jurídicas para hacer frente a la pandemia de mala o insuficiente alimentación. Al respecto, se analizaron iniciativas como el etiquetado de alimentos, entornos escolares saludables, lactancia, los mecanismos de rendición de cuentas vinculados al monitoreo internacional a partir de indicadores de progreso, la cuestión fiscal y presupuestaria como también las demandas concretas vinculadas al acceso al agua y a la alimentación de pueblos originarios.




    El equipo de investigación quedó integrado por Marcelo Alegre, Laura Pautassi, Maximiliano Carrasco, Ana María Bestard, investigadores del Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales Ambrosio L. Gioja de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; por Paola Bergallo y Valentina Castignari, investigadoras de la Escuela de Derecho de la Universidad Torcuato Di Tella; Florencia Antoniou, Candela Loreti, Guiseppe Messina y Rocío Riesco, investigadores del Grupo Interdisciplinario Derechos Sociales y Políticas Públicas, Anabella Valle Ruidíaz, Katia Rosenblat y Lucía Rodríguez Baumann, por la Facultad de Derecho (UBA). Karina Zappala participó del proyecto coordinando las actividades administrativas y de implementación del proyecto, a quien expresamos nuestro profundo agradecimiento, como a todo el personal administrativo del Instituto Gioja.




    Cabe señalar que ambas facultades de Derecho forman parte del Observatorio del Derecho a la Alimentación de América Latina y el Caribe (ODA-ALC) que cuenta con la coordinación y asistencia técnica de la Oficina Regional de la FAO para América Latina y el Caribe. (2) 




    Por otra parte, el proyecto se vio atravesado por la pandemia de covid-19 y eso requirió adaptaciones permanentes a la planificación inicial. En primer lugar, la agenda de conferencias y seminarios previstos inicialmente, con la presencia de investigadores extranjeros invitados, de las Universidades de Nueva York, de Chile, Colombia y otros países, fue reconfigurada al diseño de webinarios. Entre mayo y noviembre de 2020, se realizaron cuatro seminarios virtuales, con transmisión en vivo a través de los canales de Facebook y Youtube del Instituto Gioja. El primer seminario se tituló “Derecho a la alimentación adecuada y los desafíos de las políticas públicas durante la pandemia”, realizado el 5 de mayo de 2020, (3)  y expusieron Juan Pablo Bohoslavsky (experto independiente para la deuda externa y derechos humanos de Naciones Unidas), Andrés Scagliola (presidente del Grupo de Trabajo para el Análisis de los informes nacionales del Protocolo de San Salvador, coordinador ejecutivo de la Secretaría de la Diversidad de la Intendencia de Montevideo, Uruguay) y Laura Elisa Pérez (experta independiente del Grupo de Trabajo para el análisis de los informes nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador, investigadora del Programa Universitario de Derechos Humanos de la Universidad Nacional Autónoma de México, UNAM). La coordinación y moderación por parte del Proyecto estuvo bajo responsabilidad de Laura Pautassi y los ejes centrales del debate consideraron la relevancia de determinar el significado de economía y derechos humanos, particularmente en contextos de pandemia. Juan Pablo Bohoslavsky contextualizó la experiencia de la crisis internacional del 2008 y 2009, la que se tradujo en medidas de mercantilización, austeridad, desregulación y ajuste sobre el derecho a la salud y con asistencia financiera, centralmente del Fondo Monetario Internacional (FMI). Este organismo, que sigue recomendando programas clásicos con condicionalidades altamente costosas para los Estados, y que producen un efecto sobre las políticas económicas, financieras, monetarias, tributarias y fiscales sobre los derechos humanos y, en especial, sobre los derechos económicos, sociales y culturales (DESC). El segundo aspecto abordado por Andrés Scagliola en el webinario, fueron los efectos de la pandemia de covid-19 desde los derechos humanos, la igualdad de género y la interseccionalidad, para lo que se recomienda la implementación de políticas públicas basadas en los principios de interdependencia, interrelación, indivisibilidad y progresividad de los DESC; tanto como el acceso a la información y participación de los involucrados, el de acceso a la justica y el de igualdad y no discriminación. Al respecto, advirtió que los grupos de personas lesbianas, gays, travestis, bisexuales, queers, asexuales y demás orientaciones (LGTBIQA+), por ejemplo, deben considerarse no solo desde la perspectiva de género sino además la situación socioeconómica de la edad, la condición de la privación de la libertad, entre otros. Finalmente, Laura Elisa Pérez abordó los efectos de la pandemia sobre el ejercicio del derecho a la alimentación adecuada. Entre otras evidencias, señaló que sobre la base de datos del Fondo de Naciones Unidas para la Alimentación (FAO), de 101 países importadores netos de alimentos, considerando un escenario medio de reducción de 5 puntos porcentuales en el PBI de estos países, la cantidad de personas adicionales que están padeciendo hambre en el mundo se eleva a 38.2 millones, lo cual reitera la gravedad de la situación mundial. Por otra parte, el ejercicio del DAA en América Latina se encuentra condicionado por los altos niveles de pobreza, a lo cual se suma la falta de políticas adecuadas para la infancia en condiciones de vulnerabilidad (15% de niños, niñas y adolescentes (NNA) se encuentran en estado de desnutrición, y con desnutrición aguda en NNA menores de 5 años), como tampoco se cuenta, en general, con políticas públicas para el sobrepeso, obesidad y mejora de los hábitos alimenticios, para regular el contralor publicitario y el consumo de alimentos ultraprocesados o inversiones para el acceso al agua potable. Por último, hizo referencia a la Declaración del Observatorio del ODA-ALC (4)  en relación con las recomendaciones efectuadas sobre el DAA desde un enfoque de derechos, que exhorta a los Estados a ubicar la garantía de este derecho en lo más alto de las agendas políticas nacionales y a la del funcionamiento regular de alimentación escolar, entre otros aspectos destacables que fueron parte de su intervención.




    El segundo seminario, “Judicialización del derecho a la alimentación saludable: experiencias desde Colombia”, realizado el 23 de junio de 2020, contó con la exposición de Diana Guarnizo, abogada de la Universidad Nacional de Colombia y Ph.D de la Universidad de Essex, investigadora y directora del área de Justicia Económica de la organización DeJusticia (Colombia). Por parte del Proyecto, la coordinación estuvo a cargo de Paola Bergallo. (5)  El eje central de la presentación fue la judicialización del DAA, comenzando con una revisión normativa convencional y constitucional del DAA en Colombia, luego con la presentación de jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana (CCC) destacando que del análisis de los recursos de tutela presentados entre 2000 y 2019 se visibilizó y judicializó el DAA, particularmente respecto a derechos de niñez e indígenas con problemas de salud. Entre las características señaladas, se reforzó que la CCC hizo una distinción clara entre salud pública y publicidad de una corporación de los productos alimenticios; del mismo modo refirió a la sentencia C-583/2015 por la que se exhorta al legislador a que regule sobre la obligación de informar a los consumidores sobre los alimentos que contienen organismos genéticamente modificados, tema aún pendiente de regulación en Colombia, entre otros ejemplos. Las conclusiones plantearon los desafíos futuros de la jurisprudencia, referidos a los nuevos sujetos activos del DAA, ya que la jurisprudencia a la fecha no consideró el ejercicio del derecho en relación con mujeres, migrantes y campesinos; a los sujetos obligados del DAA: industrias, sector publicitario y mercado. Por último, la expositora hizo referencia a diferentes elementos de la cadena alimentaria más allá del consumo, es decir, la producción, la distribución, la venta y los desperdicios.




    El tercer webinario, “Desafíos legales en la implementación del etiquetado frontal de alimentos en Latinoamérica”, tuvo lugar el 22 de julio de 2020. Los expositores fueron Victoria Fullerton Soto (Universidad de Chile), licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales. especialista en seguridad alimentaria y derecho a la alimentación, asesora del Frente Parlamentario contra el Hambre de América Latina y El Caribe (FPH-ALC), y Javier Zúñiga, abogado por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) México, encargado del área legal de la asociación mexicana Poder del Consumidor, magíster (LL. M.) en Global Health Law por la Universidad de Georgetown en Estados Unidos. Por el Proyecto Pidae coordinó Valentina Castagnari. (6)  Victoria Fullerton Soto abordó el proceso de creación y contenido de la ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad en Chile (Ley 20.606 de julio de 2012) cuyo objetivo fue evitar la publicidad sobre comida “chatarra” para NNA. La ley obliga a los fabricantes de alimentos a declarar en el envase o en la etiqueta los ingredientes utilizados, su información nutricional y los contenidos de energía, azúcares, sodio y grasas saturadas. Prohíbe adicionar a los alimentos y comidas preparadas ingredientes o aditivos que puedan inducir a equívocos, daños a la salud, engaños o falsedades. El Ministerio de Salud debe determinar qué alimentos presentan en su composición nutricional y corresponderá rotular los productos como “alto en calorías”, “alto en sal” o con otra denominación equivalente, según el caso. Los establecimientos de educación básica y media quedan obligados a incluir actividades didácticas y físicas que contribuyan a desarrollar hábitos de una alimentación saludable y se prohíbe la publicidad dirigida a menores de 14 años de los alimentos con altos índices en ingredientes nocivos y todo tipo de estrategia publicitaria engañosa. Entre los resultados alcanzados, la expositora comentó que el 67,8% de la población chilena reconoce que los sellos influyen en el consumo de alimentos, es decir, que la ley ha contribuido a cambiar los hábitos de las personas y que el 58% de la población chilena considera que los sellos son determinantes en la compra de los alimentos. Por su parte, Javier Zúñiga presentó el funcionamiento del etiquetado en México y los desafíos que plantea dado los serios problemas de obesidad y diabetes de la población mexicana. Una primera medida fue la modificación de la Ley General de Salud con la incorporación del etiquetado de emergencia y la declaración de nutrientes. Las fases en el etiquetado se basan en: i) conocer más para cuidar la salud, con cinco sellos: exceso de calorías, exceso de sodio, exceso de grasas trans, exceso de grasas saturadas y exceso de azúcar), ii) en el perfil de los nutrientes (tema de fuertes discusiones por parte de la industria alimenticia), iii) en los avales de las asociaciones médicas (si un producto tiene un sello no puede tener publicidad) y iv) si un producto tiene un sello no puede tener publicidad y tampoco puede ser consumido por los niños niñas y adolescentes. A su vez planteó los obstáculos en el diseño de políticas públicas, que se vinculan con problemas técnicos respecto a las normas de comercialización, violación de los derechos de propiedad industrial, seguridad jurídica y publicidad dirigida a NNA, libertad de expresión, de comercio y de trabajo y el principio de reserva legal y sobrerregulación, concluyendo respecto a la necesidad de garantizar el ejercicio del derecho a la salud, a la información y el principio de progresividad de derechos humanos.




    El cuarto y último seminario, titulado “Acciones de incidencia y de litigio para la promoción y defensa del Derecho a la Alimentación Adecuada. Experiencias en Argentina”, tuvo lugar el 18 de agosto de 2020. Los expositores fueron Marcos Filardi, abogado de derechos humanos y soberanía alimentaria, integrante de la Red de Abogadas y Abogados por la Soberanía Alimentaria (REDASA), Museo del Hambre y del Colectivo de Derechos Humanos Yopoi; y Carmen Ryan, abogada, coordinadora de los Programas de Justicia Fiscal y de Derechos Sociales de Niñas, Niños y Adolescentes en la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ). Coordinó por parte del proyecto Maximiliano Carrasco. (7)  Marcos Filardi comenzó resaltando la diferencia entre la soberanía alimentaria y el modelo agroindustrial dominante, destacando que la soberanía alimentaria apunta a emplazar los sistemas alimentarios en el ámbito local, evitar la intermediación (ferias que promuevan alimentos directos desde las o los productores a las o los consumidores, cooperativas de consumidores, agricultura asociativa) y generar la necesidad de una reforma agraria. Afirmó que el paradigma de la soberanía alimentaria considera la tierra, el agua y las semillas como derechos humanos, tal como lo reconoce la Constitución Nacional, por lo cual deben ser garantizados por el Estado (nacional, provincial, municipal). La garantía del DAA por el Estado implica la garantía de la disponibilidad, la accesibilidad física y económica, la adecuación cuantitativa y cualitativa, y la sustentabilidad del DAA, invitando a las y los participantes a repensar la política de generación de nuestros conceptos, con ciencia digna, en diálogo de saberes con los de los pueblos originarios, las comunidades campesinas y en contra de la tecnociencia con tecnología dirigida por grandes empresas. Finalmente reafirmó que estas medidas se deben implementar garantizando la plena igualdad entre varones y mujeres, ya que no hay soberanía alimentaria sin feminismo y de esa manera, se avanza en la construcción colectiva, en la economía social y popular, con la desmercantilización del agua y de la tierra, optando por otro modelo agroecológico respetuoso del medioambiente. Por su parte, Carmen Ryan resaltó la necesidad de considerar en la agenda la relación entre la política fiscal y los derechos humanos. Para ello, destacó que la política fiscal influye en forma determinante en la garantía o en el incumplimiento de los DESC ya que comprende las técnicas e instituciones del Estado para obtener y asignar los recursos públicos. Es el sustento para determinar si los Estados cumplen o no con el Tribunal Internacional de los Derechos Humanos (TIDH), y considerando la manera en que la política fiscal resulta una ecuación entre la recaudación de recursos públicos (que incluye el régimen tributario y de la seguridad social, la administración de los bienes o activos del Estado y los mecanismos por los cuales se contrae o no deuda pública) y las acciones del Estado financiadas con gasto público directo (programas presupuestarios) o con reducción de esas fuentes de recursos (desgravación impositiva a un sector de la sociedad). A su vez, presentó la experiencia de litigio en la Argentina al respecto, particularmente desde ACIJ y la necesaria promoción de un mayor debate dentro y fuera del Congreso Nacional para promover una agenda más robusta de control de la sociedad civil, la ciudadanía y el Poder Judicial, con mayor control sobre la ejecución del presupuesto y sobre su justicia. En suma, destacó que cuando se analiza la vulneración de derechos se requiere analizar el presupuesto, ejemplificando con el análisis del presupuesto en materia de violencia de género. Recorrió las diferentes etapas de elaboración y ejecución de la Ley de Presupuesto, advirtiendo que en los últimos años se ven modificaciones en las políticas públicas del Congreso, gracias a la incidencia del activismo, que logró el aumento de partidas en materia de lucha contra la violencia de género y la tortura, y en la defensa de los derechos de la infancia. Finalmente recomendó revisar y analizar las políticas públicas de distribución de alimentos, de transferencia de recursos, de fomento de sectores de la economía productores de alimentos y las políticas educativas sobre alimentación de NNA. Como reflexión final señaló que desde la perspectiva de justicia social, estos documentos son claves para que los activistas pierdan el temor planteando una agenda actual de acción e incidencia en el campo presupuestario y fiscal.




    A partir de la realización de estos seminarios se invitó a varios de los expositores a contribuir en este libro que refleja los resultados del proyecto e instala un debate en la Argentina actual. Cabe señalar que un tema central en la agenda del Proyecto, lo ocupó el DDA y los pueblos indígenas, particularmente respecto al acceso al agua y a la alimentación. Para ello, se solicitó a Morita Carrasco, antropóloga indigenista y a Silvina Ramírez, abogada especializada en derechos de los pueblos indígenas que desarrollen un estudio interdisciplinario sobre las condiciones del ejercicio del derecho a la alimentación adecuada y acceso al agua de las comunidades indígenas del Chaco salteño de la Argentina. Especial interés tuvo el análisis de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de febrero de 2020, (el caso de Lhaka Honhat), que condena a la Argentina por vulneración de los derechos a un medioambiente sano, a la alimentación adecuada, al agua y a la participación en la vida cultural, en un litigio que principalmente es sobre el territorio indígena y su demanda de acceder a un título único e indiviso. Los resultados forman parte de un documento de la Serie Debates del Grupo de Trabajo Interdisciplinario Derechos Sociales y Políticas Públicas (8)  y de un capítulo de este libro.




    En síntesis, el proyecto incorporó algunos de los ejes centrales con relación a la agenda urgente para el cumplimiento del derecho a la alimentación adecuada en la Argentina, buscando fortalecer la red académica y ciudadana, que a través de su trabajo de investigación y activismo de interés público, bregan por transformaciones sociales y particularmente reclaman que el Estado atienda la principal amenaza contra la salud pública junto con el cambio climático, que enfrenta nuestro país y el planeta, y que la pandemia de covid-19 ha reflejado con crudeza. Un resultado importante del trabajo de este proyecto es este libro, que se publica a través de la Editorial de la Universidad de Buenos Aires (Eudeba), con el propósito de garantizar su distribución y accesibilidad, como una herramienta de consulta académica, de investigación y activismo, tanto por parte de docentes, investigadores, decisores públicos, legisladores, operadores judiciales y activistas e integrantes de organizaciones de la sociedad civil.




    SOBRE EL CONTENIDO DEL LIBRO




    El libro busca reflejar la complejidad e interdependencia del derecho a la alimentación adecuada, situando el debate, diagnóstico y recomendaciones de políticas públicas y legislativas en la Argentina. En el primer capítulo, “El derecho humano a la alimentación adecuada, pilar fundamental de la soberanía alimentaria”, Marcos Ezequiel Filardi analiza las relaciones entre la soberanía alimentaria y el derecho a la alimentación adecuada, introduciendo los ejes centrales en términos de derechos humanos. En particular, se ocupa de la tensión presente entre la soberanía alimentaria, con respecto a su concepción y los intereses de la agroindustria y las obligaciones contenidas en el marco de derechos humanos. Finaliza con recomendaciones sobre la relevancia de considerar al sistema de la soberanía alimentaria y al DAA con base constitucional, y como un medio apropiado para exigir políticas públicas para su realización.




    En el Capítulo 2 “Prevención de la obesidad desde un enfoque de derechos humanos”, David Patterson, Kent Buse, Roger Magnusson y Brigit Toebes presentan un marco muy útil para entender el rol del derecho en relación con la pandemia de obesidad, trazando paralelos con experiencias como la lucha contra el VIH-sida y el tabaquismo. El texto articula diversas normas, informes, recomendaciones de organismos internacionales que ofrecen un encuadre progresista para la regulación pública. Agradecemos especialmente a las y los autores la disponibilidad para facilitar el acceso a su versión en castellano.




    Carmen Ryan, en el Capítulo 3 “Aportes de la política fiscal al derecho a la alimentación”, expone diversas claves del derecho fiscal en relación con el problema de la alimentación inadecuada, ofreciendo una caja de herramientas para actores sociales pugnando porque el Estado le asigne a esta problemática la prioridad que merece. Eso requiere conocimientos en materia presupuestaria, seguimiento y etiquetamiento de gastos, entre otros elementos que la autora expone a lo largo del trabajo. Por el lado de los ingresos, el texto recorre un conjunto de iniciativas de tipo impositivo, desde la baja del IVA a alimentos básicos hasta la creación de impuestos al azúcar o a las bebidas azucaradas para desincentivar su consumo y contribuir a solventar las externalidades negativas de los alimentos procesados en la salud pública.




    En el Capítulo 4 “El derecho a la alimentación adecuada en las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”, Ana María Bestard y Maximiliano Carrasco exponen una visión fundamentadamente crítica de la jurisprudencia del más alto nivel local sobre el derecho a la alimentación. Este estudio podría inspirar a diversos actores en materia de litigio de interés público, como organizaciones no gubernamentales (ONG) o clínicas jurídicas, a considerar esta temática en sus litigios y acciones de cabildeo, para, entre otros fines, hacer que los tribunales reconozcan con mayor precisión los alcances, en términos de derechos, del poder regulatorio del Estado.




    Candela Loreti, Laura Pautassi y Rocío Riesco, en el Capítulo “Las responsabilidades de la Argentina frente al monitoreo internacional para el cumplimiento del derecho a la alimentación adecuada”, se enfocan en los estándares y compromisos que obligan al Estado argentino en relación con el derecho a la alimentación y presentan los indicadores y las señales de progreso cualitativas que integran los sistemas de monitoreo internacional. El texto describe el alcance de los indicadores de progreso, tanto los definidos por el sistema de protección internacional como en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) al monitorear el cumplimiento del Protocolo de San Salvador. El capítulo analiza la relevancia del uso de información empírica y los respectivos indicadores de progreso, poniendo de relieve las omisiones e incumplimientos del Estado argentino en la materia.




    En el Capítulo 6 “Iniciativas regulatorias para reducir las bebidas azucaradas en América Latina” de Paola Bergallo, Valentina Castagnari, Alicia Fernández, Raúl Mejía, se realiza un exhaustivo mapeo de diversas iniciativas para regular las bebidas azucaradas, identificadas como un factor muy importante en la pandemia de obesidad. Estas iniciativas incluyen regulaciones alimentarias en las escuelas, impuestos e incentivos, regulaciones publicitarias, restricciones en contrataciones públicas, y etiquetado frontal. El texto es un recurso irreemplazable para encarar regulaciones alimentarias.




    En el Capítulo 7 “Etiquetado frontal. Luces y sombras: entre el derecho a la alimentación adecuada y la influencia de los conflictos de interés”, Anabella Valle Ruidíaz parte también de una perspectiva basada en los derechos humanos para reflexionar sobre una vía regulatoria del etiquetado frontal. En su texto, se destaca la referencia a datos recientes y alarmantes sobre las tendencias nocivas en materia alimentaria, particularmente referidos a la obesidad y el sobrepeso, recorriendo las iniciativas actuales y propuestas para avanzar en etiquetado frontal en el Congreso Nacional, destacando la relevancia de este paso regulatorio, que tal como se demuestra durante la pandemia de covid-19, representa una medida de prevención concreta.




    El Capítulo 8 “La experiencia de los frentes parlamentarios contra el hambre. El proyecto de Ley Marco de Derecho a la Alimentación Adecuada con Seguridad y Soberanía Alimentaria en la Argentina”, de Liliana Beatriz Parada, es un testimonio del recorrido de la brega política de una pionera en instalar los problemas alimentarios en la agenda parlamentaria. Un estudio del contexto político institucional en materia legislativa es clave para comprender las estrategias más efectivas para generar un conjunto consistente y ambicioso de políticas públicas con gran respaldo político y social.




    Morita Carrasco y Silvina Ramírez, en el Capítulo 9 “Derecho a la alimentación y al agua: acceso y limitaciones en la región del Chaco salteño. Miradas interculturales e interdisciplinarias” realizan un extraordinario aporte para la reconstrucción de la dieta ancestral de los pueblos originarios, antes de que fuera radicalmente disrumpida por la restricción en el acceso a sus tierras, el desmonte, y la imposición de una dieta sobre la base de comidas procesadas y bebidas endulzadas. Este texto le aporta contenido empírico al promisorio fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Lhaka Honhat” del año 2020. En este caso el Estado argentino resultó condenado por diversas violaciones de derechos, entre los que la Corte destaca el derecho a la alimentación y al agua. El capítulo concluye con elementos centrales para considerar en el cumplimiento de esta sentencia.




    Finalmente, en el Capítulo 10 “De la ‘buena amamantadora’ a la equidad de género”, Evelyn Gitz introduce el derecho al cuidado en interdependencia con el derecho a la alimentación adecuada, desde una mirada de la autonomía de las mujeres en el ejercicio de su maternidad. Así el capítulo recorre los argumentos respecto a los efectos beneficiosos del amamantamiento, los obstáculos que lo dificultan, y propone cursos de acción, como la necesidad de una distribución igualitaria de las tareas de cuidado en la familia, particularmente entre ambos progenitores, como también modificar el sistema actual de licencias. El texto muestra claramente la articulación de prácticas y normas jurídicas con estereotipos culturales sobre la maternidad y la lactancia.




    HORIZONTES PARA EL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN




    Los textos incluidos en este volumen, que da cuenta de un recorrido entre la regulación y las políticas públicas que buscan garantizar el derecho a la alimentación adecuada en la Argentina, dejan en claro la centralidad del enfoque jurídico e interdisciplinario en relación con la pandemia de la mala alimentación y de la falta de acceso a alimentos. Por un lado, el derecho ocupa un rol importante en las discusiones acerca de la legalidad o constitucionalidad de las iniciativas regulatorias, que tal como se analizan en varios capítulos resultan más o menos ambiciosas. Se argumenta, desde la industria alimentaria, que estas regulaciones afectan el derecho de propiedad, o cercenan la libertad de expresión, o vulneran la autonomía de los consumidores, entre tantos otros. Y allí cabe un papel central a desempeñar por la investigación, por la academia y para las y los juristas, que es precisamente limpiar el terreno de los malos argumentos constitucionales que se plantean como obstáculos a políticas sensibles al principal problema de salud pública del presente. Por otro lado, desde el derecho y considerando el derecho a la alimentación adecuada, pueden enriquecerse las políticas públicas regulatorias en materia alimentaria, explicitando los requerimientos de un prisma centrado en los derechos humanos, explorando los mandatos y límites que el ordenamiento jurídico impone al Estado, sistematizando regímenes comparados, promoviendo marcos legislativos a partir de leyes marco, que introdujeron la necesidad presupuestaria, estableciendo la interdependencia de derechos, sobre la base de abordajes y metodologías interdisciplinarias.




    Esta obra busca contribuir a delinear futuras acciones e investigaciones que podrían ampliar el impacto de la preocupación académica por uno de los principales problemas de salud pública actual, y que en un escenario pospandémico requerirá de un abordaje urgente. La necesidad de considerar a la alimentación como un derecho humano, que contiene obligaciones positivas y negativas para el Estado, que debe ser incluido bajo estándares de derechos humanos que garanticen la universalidad, al menos y de forma ineludible el contenido mínimo, bajo el mandato de la progresividad y la prohibición expresa de no regresividad. Al mismo tiempo, se trata que el acceso a alimentos sea en cantidad y calidad suficiente, con respeto a las pautas culturales de las personas, con especial consideración de las prácticas y costumbres de los pueblos originarios, pero también bajo garantías del principio de igualdad y no discriminación. Es en esta línea donde es fundamental procurar canales de participación social, con enfoque de género superadores de una visión androcéntrica respecto a la alimentación, pero que además se complementen con la producción de información pública, y garantía plena de acceso a la justicia en un sentido amplio. Cada uno de los capítulos del libro da cuenta de elementos centrales para identificar avances y retrocesos en torno a las obligaciones estatales.




    Un ámbito en el que es posible pensar iniciativas de alto efecto es el de las facultades de Derecho. Por una parte, cabría incorporar esta temática en los cursos de la carrera de abogacía. Por ejemplo, resultaría interesante discutir con mayor frecuencia en cursos de Derecho Constitucional o de Teoría del Estado o de Filosofía del Derecho, los argumentos opuestos a la regulación en la esfera alimentaria que pretenden escudarse en el derecho de propiedad o la libertad de expresión, o la autonomía individual; o conectar el problema de la alimentación inadecuada con el cambio climático en los cursos de derecho ambiental y sin duda con mayor profundidad en derechos humanos y en derechos económicos, sociales y culturales (DESC). Pero también resultaría útil dedicar un curso entero, en el último ciclo de la carrera, al derecho a la alimentación adecuada.




    Por otra parte, también sería positivo incluir esta problemática en el nivel de posgrado, a través de cursos o programas de especialización y maestría, y sobre la base de abordajes interdisciplinarios. Una experiencia interesante y para considerar como buena práctica son los cursos que se dictan regularmente desde el Observatorio del Derecho a la Alimentación Adecuada de América Latina y el Caribe (ODA-ALC) el cual integramos, que en su edición 2020, conjuntamente con el Núcleo de Capacitación en Políticas Públicas de FAO dictó el curso “Mecanismos de monitoreo para el cumplimiento del derecho a la alimentación adecuada” que fue dirigido a integrantes del ODA-ALC, pero también con asistentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Relatoría Desca de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) e investigadores e investigadoras de universidades españolas. Este tipo de experiencias representan aprendizajes colectivos relevantes para experiencias futuras y que se pueden desarrollar en alianzas estratégicas con organizaciones de defensa del derecho a la alimentación y el campo de los derechos humanos.




    En igual dirección, resultará sumamente relevante diseñar instancias de formación y capacitación a decisores políticos, técnicos y funcionarios de la política social, asesores y legisladores y centralmente operadores judiciales, magistrados e integrantes del Ministerio Público en sus diversas dependencias. En la medida que profundice el contenido y alcance del derecho a la alimentación adecuada será posible avanzar en su realización.




    Los diversos programas sobre derechos humanos se verían enriquecidos si incorporaran la dimensión alimentaria a su agenda de investigación e incidencia. Este volumen muestra la enorme proyección de una visión basada en los derechos humanos para desmontar argumentos seudojurídicos que operan como obstáculos a las políticas regulatorias, para generar iniciativas que pongan de relieve la prioridad que el Estado debe asignar a estos problemas, para forzar acciones, y para realizar un seguimiento profundo de las políticas públicas. En particular, las clínicas jurídicas, como señalamos anteriormente, podrían hacer un aporte sustancial para afirmar principios constitucionales y de derechos humanos a través de acciones de cabildeo y de litigio de interés público.




    Los institutos de investigación de las escuelas de Derecho (como el Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales Ambrosio Gioja de la Facultad de Derecho de la UBA) tienen un papel importante a jugar frente a este desafío tan grave para la salud de nuestras sociedades. En un plano más amplio, una de las políticas públicas más urgentes en materia alimentaria es la de promover y financiar investigaciones clínicas sobre los efectos de la alimentación preponderante en nuestra sociedad. Dichas investigaciones son extremadamente complejas y costosas y solamente el Estado y las universidades están en condiciones de hacerlas posibles, máxime en un terreno en el que las investigaciones producidas por la industria alimentaria suelen carecer de sustento científico suficiente.




    En este terreno, el derecho a la alimentación adecuada debe informar las investigaciones en materia constitucional, bioética, derechos fundamentales, siempre desde un abordaje interdisciplinario; y también ser el objeto autónomo de esfuerzos de reflexión e investigación. Este libro pretende comenzar a saldar esa deuda.




    

      

        1. Aprobado mediante RESCS-2019-1409-E-UBA-REC de agosto de 2019, y con duración prevista de un año que en virtud de la pandemia de covid-19 fue prorrogado de manera extraordinaria hasta junio de 2021.


      




      

        2. El ODA se encuentra integrado actualmente por más de 70 universidades de América Latina. Su sitio puede visitarse en: http://www.oda-alc.org.


      




      

        3. Para ver la presentación completa, visitar https://www.youtube.com/results?search_query=d%09%E2%80%9CAcciones+de+incidencia+y+de+litigio+para+la+promoci%C3%B3n+y+defensa+del+Derecho+a+la+Alimentaci%C3%B3n+Adecuada.+Experiencias+en+Argentina.


      




      

        4. Disponible en http://www.oda-alc.org/wp-content/uploads/pdf/Declaración-Regional-ODA-ALC-ante-COVID-19.pdf.


      




      

        5. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=Qva9qp1s81w&t=3121s.


      




      

        6. El evento se encuentra disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=x02DA1wqECU.


      




      

        7. Disponible en: https://www.youtube.com/results?search_query=d)%09%E2%80%9CAcciones+de+incidencia+y+de+litigio+para+la+promoci%C3%B3n+y+defensa+del+Derecho+a+la+Alimentaci%C3%B3n+Adecuada.+Experiencias+en+Argentina.


      




      

        8. Disponible en https://www.dspp.com.ar/documentos-de-trabajo-dspp/.
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    EL DERECHO HUMANO A LA ALIMENTACIÓN ADECUADA, PILAR FUNDAMENTAL DE LA SOBERANÍA ALIMENTARIA




    Marcos Ezequiel Filardi




    1. INTRODUCCIÓN




    En la Cumbre Mundial de la Alimentación que tuvo lugar en 1996 en Roma se entrecruzaron por primera vez las nociones de seguridad alimentaria –sostenida desde la década de 1970, en general, por los Estados y organismos multilaterales–, soberanía alimentaria –introducida por primera vez por la Vía Campesina– y derecho humano a la alimentación adecuada, que, si bien ya tenía reconocimiento normativo en distintos instrumentos de derechos humanos, no había sido objeto de un desarrollo extensivo, lo que llevó a la Cumbre a solicitarle al Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas que clarifique sus alcances y las obligaciones de los Estados a través de lo que terminó siendo la Observación General N° 12, emitida tres años después.




    En otros trabajos hemos explorado los desarrollos que tuvo el derecho humano a la alimentación adecuada (Filardi, 2012) y los alcances de las obligaciones del Estado como garante de su pleno goce y ejercicio (Filardi, 2011). En el presente capítulo nos centraremos en el análisis de la relación entre la soberanía alimentaria –como derecho colectivo de los pueblos a ejercer el control sobre sus sistemas alimentarios, como paradigma y sistema antitético, contrapuesto y superador al sistema agroindustrial dominante– y el derecho humano a la alimentación adecuada –como uno de sus pilares fundamentales, base legal y medio idóneo para exigir políticas públicas que propendan a su realización.




    2. ORIGEN Y DESARROLLO DEL CONCEPTO DE SOBERANÍA ALIMENTARIA




    El concepto de soberanía alimentaria, como dijimos, fue introducido por la Vía Campesina –organización internacional que nuclea a más de 200 millones de campesinos, pescadores artesanales y pastores tradicionales de todo el mundo–, es decir, es centralmente una contribución del campesinado organizado del mundo a nuestra humanidad compartida. En la Cumbre Mundial de la Alimentación de 1996, la Vía Campesina la definió como “el derecho de los pueblos a definir libremente sus políticas, prácticas y estrategias de producción, distribución y consumo de alimentos”.




    En un documento emitido cinco años después, la Vía Campesina precisó que:




    ... la soberanía alimentaria es el derecho de cada pueblo a definir sus propias políticas agropecuarias y en materia de alimentación, a proteger y reglamentar la producción agropecuaria nacional y el mercado doméstico a fin de alcanzar metas de desarrollo sustentable, a decidir en qué medida quieren ser autodependientes [y] a impedir que sus mercados se vean inundados por productos excedentarios de otros países que los vuelcan al mercado internacional mediante la práctica del “dumping” (Vía Campesina, 2001).




    En la “Cumbre Mundial sobre la Alimentación: cinco años después”, celebrada en 2002, el Foro de organizaciones sobre soberanía alimentaria señaló que:




    ... la soberanía alimentaria es el derecho de todos los pueblos, comunidades y países a definir sus propias políticas en materia agrícola, laboral, de pesca, alimentación y tierras de manera que resulten apropiadas a sus circunstancias específicas desde un punto de vista ecológico, social, económico y cultural. La soberanía alimentaria incluye el derecho real a la alimentación y a producir alimentos, lo que significa que todas las personas tienen derecho a una alimentación segura, nutritiva y apropiada culturalmente, y a los recursos necesarios para producir alimentos y a la capacidad para sustentarse a sí mismas y a sus sociedades. La soberanía alimentaria implica la supremacía de los derechos de las personas y las comunidades a la alimentación y a la producción de alimentos sobre los intereses comerciales. Esto implica el apoyo y promoción de los mercados y productores locales frente a la producción para la exportación y las importaciones de alimentos.




    (...) La soberanía alimentaria exige:




    a) Dar prioridad a la producción de alimentos para los mercados nacionales y locales, sobre la base de unos sistemas de producción diversificada y agroecológica de la agricultura campesina y familiar.




    b) Garantizar precios justos para los agricultores, lo cual significa proteger los mercados nacionales del “dumping” de productos importados de bajo precio.




    c) Facilitar el acceso a la tierra, el agua, los bosques, las zonas de pesca y otros recursos productivos mediante una auténtica redistribución.




    d) Reconocer y promover la función de la mujer en la producción de alimentos y promover la igualdad de acceso a los recursos productivos y de control sobre ellos.




    e) Dar a las comunidades el control sobre los recursos productivos, frente a la propiedad por las empresas de la tierra, el agua y otros recursos genéticos y de otra índole.




    f) Proteger las semillas, la base de la alimentación de la propia vida, para su libre intercambio y utilización por los agricultores, lo cual significa que no haya patentes sobre la vida y que se aplique una moratoria a los cultivos modificados genéticamente.




    g) Invertir fondos públicos para apoyar las actividades productivas de las familias y las comunidades con el fin de potenciar su papel y asegurar el control y la producción local de alimentos para las personas y los mercados locales (Relator especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2004).




    Finalmente, en la Declaración de la Vía Campesina de Nyeleni, Selingue, Mali, del 27 de febrero de 2007, se destaca que:




    La soberanía alimentaria es el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente adecuados, accesibles, producidos de forma sostenible y ecológica, y su derecho a decidir su propio sistema alimentario y productivo. Esto pone a aquellos que producen, distribuyen y consumen alimentos en el corazón de los sistemas y políticas alimentarias, por encima de las exigencias de los mercados y de las empresas. Defiende los intereses de, e incluye a, las futuras generaciones. Nos ofrece una estrategia para resistir y desmantelar el comercio libre y corporativo y el régimen alimentario actual, y para encauzar los sistemas alimentarios, agrícolas, pastoriles y de pesca para que pasen a estar gestionados por los productores y productoras locales. La soberanía alimentaria da prioridad a las economías locales y a los mercados locales y nacionales, y otorga el poder a los campesinos y a la agricultura familiar, la pesca artesanal y el pastoreo tradicional, y coloca la producción alimentaria, la distribución y el consumo sobre la base de la sostenibilidad medioambiental, social y económica. La soberanía alimentaria promueve el comercio transparente, que garantiza ingresos dignos para todos los pueblos, y los derechos de los consumidores para controlar su propia alimentación y nutrición. Garantiza que los derechos de acceso y a la gestión de nuestra tierra, de nuestros territorios, nuestras aguas, nuestras semillas, nuestro ganado y la biodiversidad, estén en manos de aquellos que producimos los alimentos. La soberanía alimentaria supone nuevas relaciones sociales libres de opresión y desigualdades entre los hombres y mujeres, pueblos, grupos raciales, clases sociales y generaciones (Vía Campesina, 2007).




    Como puede apreciarse, la soberanía alimentaria es una construcción social viva, en movimiento y en pleno desarrollo, sin perjuicio de lo cual se han ido delineando crecientemente sus contornos en los veinticinco años que siguieron a su introducción.




    3. LA SOBERANÍA ALIMENTARIA COMO PARADIGMA Y SISTEMA ANTITÉTICO, CONTRAPUESTO Y SUPERADOR DEL SISTEMA AGROINDUSTRIAL DOMINANTE




    Como hemos analizado en otro trabajo (Filardi, 2018), el sistema agroindustrial dominante se caracteriza por una producción extractivista que se nutre de monocultivos, transgénicos, agrotóxicos y fertilizantes sintéticos, basada en los agronegocios destinados a la exportación, una cadena concentrada y el consumo de alimentos como meras mercancías libradas a los juegos de la oferta y la demanda en una economía de mercado capitalista. Dicho sistema genera contaminación del suelo, aire, agua, fauna silvestre y alimentos; destruye los polinizadores; enferma y mata; no alimenta; provoca concentración, extranjerización y conﬂictos por la tierra; desplazamientos de campesinos y pueblos originarios, éxodo rural y hacinamiento urbano; desplazamiento de otros cultivos y de la ganadería bovina; deforestación y destrucción de bosques, selvas y humedales; aumento de las emisiones de gases responsables de la crisis climática; degradación de los suelos y desertiﬁcación; expansión de malezas resistentes y tolerantes; pérdida de biodiversidad; inundaciones; sequías e incendios; zoonosis y resistencia bacteriana.




    La soberanía alimentaria, además de aludir al derecho colectivo de los pueblos a ejercer el control sobre sus sistemas alimentarios, tiene, como vimos, un contenido programático-político que lo erige, en definitiva, en un verdadero paradigma y sistema antitético, contrapuesto y superador del sistema agroindustrial dominante. En otras palabras, ofrece una salida colectiva necesaria, urgente y posible a los múltiples problemas que provoca el sistema agroindustrial dominante.




    Así, mientras el sistema agroindustrial dominante concibe a la agricultura como una fuente de materias primas para alimentar la producción industrial de bienes procesados, combustibles, plásticos y otros materiales, para la soberanía alimentaria la finalidad esencial de la agricultura, la ganadería y la pesca es la obtención y/o producción de alimentos sanos, seguros y soberanos para los seres humanos.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante prioriza los agronegocios destinados a la exportación, la soberanía alimentaria busca la producción local de alimentos para la satisfacción de las necesidades alimentarias locales.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante defiende que el precio de los alimentos debe ser fijado por el “mercado”, la soberanía alimentaria sostiene que los precios de los alimentos tienen que ser justos para el campesinado y el sector asalariado urbano y debe permitirles a ambos sectores tener una vida digna.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante persigue el acceso a los mercados externos, la soberanía alimentaria busca el acceso a los mercados locales y el fin del desplazamiento forzado del campesinado, los pueblos originarios, la pesca artesanal y el pastoreo tradicional.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante solo permite los subsidios a los agricultores del Norte global, especialmente a los más grandes, la soberanía alimentaria apoya los subsidios que no perjudican a otros países vía dumping, como los apoyos a la agricultura familiar, campesina e indígena, a la pesca artesanal y al pastoreo tradicional; para la comercialización directa; para el sustento de los precios e ingresos; para la conservación del suelo, para la conversión o transición agroecológica y para la investigación campesina.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante producir es una opción para los más eficientes, para la soberanía alimentaria es un derecho de los pueblos rurales.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante promueve el libre comercio de todo, la soberanía alimentaria establece que los alimentos y la agricultura deben estar fuera de los acuerdos comerciales.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante el hambre es debida a la baja productividad, para la soberanía alimentaria es un problema de acceso y distribución derivado de la desigualdad y la pobreza.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante la seguridad alimentaria se logra importando alimentos de donde resulten más baratos, para la soberanía alimentaria la seguridad alimentaria es mayor cuando la producción está en manos del campesinado y se producen localmente.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante la tierra, el agua, los bosques, selvas y humedales son “recursos naturales” que deben ser controlados por el sector privado, para la soberanía alimentaria son bienes comunes naturales que deben estar bajo el control local de la comunidad.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante promueve el acceso a la tierra a través del mercado, para la soberanía alimentaria la reforma agraria integral es la manera de restituir la tierra a quienes la trabajan y necesitan.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante las semillas son una mercancía patentable, para la soberanía alimentaria son un bien común al servicio de la humanidad.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante los créditos tienen que provenir del sector privado y estar destinados a la producción más grande y eficiente, para la soberanía alimentaria los créditos tienen que venir del sector público y estar destinados a fortalecer la agricultura familiar, campesina e indígena, la pesca artesanal y el pastoreo tradicional.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante el dumping no es un problema, para la soberanía alimentaria debe prohibirse de modo efectivo.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante los monopolios, oligopolios y la competencia monopólica no son un problema, para la soberanía alimentaria la concentración económica es la raíz de muchos de los problemas y debe ser prohibida de modo efectivo.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante no hay tal cosa como la sobreproducción, para la soberanía alimentaria la sobreproducción conduce a la baja de los precios y lleva al campesinado a la pobreza.




    Mientras el sistema agroindustrial dominante defiende los organismos genéticamente modificados, la nanotecnología, la edición genética y la biología sintética y otras tecnologías de la llamada Revolución 4.0 aplicada a la agricultura (AgTech), para la soberanía alimentaria son tecnologías innecesarias y dañinas que deben ser prohibidas.




    Mientras el sistema agroindustrial está basado en el uso de transgénicos, agrotóxicos, monocultivos, maquinaria industrial pesada y geoingeniería, que se demuestra genocida, ecocida y violatoria de los derechos humanos, la soberanía alimentaria defiende a la agroecología en todas sus formas como modos de producir nuestros alimentos en armonía con la naturaleza de la que somos parte y con los seres humanos, sin transgénicos, sin agrotóxicos y sin fertilizantes sintéticos.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante los agricultores familiares y los pueblos originarios son anacrónicos y, por ineficientes, deben desaparecer, para la soberanía alimentaria son los guardianes de la biodiversidad de los cultivos, los custodios de los bienes comunes naturales, los depositarios de los saberes ancestrales, el mercado interno rural, la base social imprescindible para un desarrollo amplio y sostenible y quienes tienen la llave para la salida de la crisis civilizatoria que estamos atravesando.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante al sector trabajador urbano hay que pagarle tan poco como se pueda, para la soberanía alimentaria debe recibir salarios justos y dignos que le permita ejercer con plenitud su derecho a la alimentación adecuada.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante la ciencia está subordinada a los intereses del mercado y las corporaciones, la soberanía alimentaria aboga por la ciencia digna para, por, desde y junto a los pueblos.




    Mientras para el sistema agroindustrial dominante otro sistema alimentario y otro mundo no es de interés ni es posible, para la soberanía alimentaria ese otro mundo es necesario, urgente y posible (Actualización y ampliación de Rosset - Martínez, 2014).




    Finalmente, mientras el sistema agroindustrial dominante es la expresión de un paradigma antropocéntrico y extractivo –que genera, al final de cuentas, ganancias para unos pocos– la soberanía alimentaria se nutre de un paradigma biocéntrico en el cual la humanidad busca relacionarse armoniosamente con los demás seres vivos con los que compartimos casa común.




    4. EL DERECHO HUMANO A LA ALIMENTACIÓN ADECUADA, PILAR FUNDAMENTAL, BASE LEGAL Y MEDIO IDÓNEO PARA EXIGIR POLÍTICAS PÚBLICAS QUE PROPENDAN A LA REALIZACIÓN DE LA SOBERANÍA ALIMENTARIA




    Uno de los pilares fundamentales del paradigma y sistema de la soberanía alimentaria es el reconocimiento de la alimentación adecuada como un derecho humano, y la concepción del Estado como garante de su pleno goce y ejercicio, esto es, garante de la disponibilidad, accesibilidad física y económica, la adecuación cuantitativa, cualitativa y cultural, y la sustentabilidad de la alimentación para toda la población.




    Por eso el paradigma y sistema se nutre de todos los desarrollos del derecho internacional de los derechos humanos respecto al derecho humano a la alimentación adecuada, y los hace propios.




    Si bien la construcción de la soberanía alimentaria como paradigma y sistema ha sido encarnada centralmente por el campesinado organizado y los movimientos sociales, la Relatoría Especial de las Naciones Unidas sobre el Derecho a la Alimentación ha abordado en varios informes la propuesta de la soberanía alimentaria y su relación con el derecho humano a la alimentación adecuada.




    Así, en el informe intitulado “Seguridad y soberanía alimentaria”, el primer relator especial, Jean Ziegler, tras examinar el origen y desarrollo del concepto, puntualizó los siguientes principios de la soberanía alimentaria:




    

      	Reivindicación de la soberanía nacional e individual sobre las políticas de seguridad alimentaria: “Las OSC denuncian que, en virtud de los acuerdos de la OMC, los países están perdiendo el control de su capacidad para decidir sus propias políticas agrícolas y en materia de alimentos. Los países se han encontrado en una situación en que se ven privados de ciertas opciones políticas (como los aranceles sobre la importación de alimentos). Con arreglo a las normas de la OMC es muy difícil también invertir la liberalización ya emprendida. En esta reivindicación del espacio político, la soberanía alimentaria se asimila al concepto de ‘multifuncionalidad’”.




      	Autodependencia alimentaria: “El concepto de soberanía alimentaria afirma que cada país debe tener derecho a determinar su grado de autodependencia en cuanto a la producción nacional de alimentos básicos. Un sistema estable de comercio puede contribuir a mejorar la disponibilidad general de alimentos, pero la seguridad alimentaria no se puede garantizar siempre mediante la importación de alimentos. Es posible que los países pobres carezcan de divisas suficientes y que las personas pobres sean incapaces de costearse alimentos importados, especialmente cuando esos alimentos desplazan del mercado a los agricultores locales y, por lo tanto, arruinan los ingresos rurales. El concepto de soberanía alimentaria no es contrario al comercio, sino más bien a la prioridad otorgada a las exportaciones y al dumping de alimentos subvencionados importados en los mercados locales, que destruye los medios de subsistencia de los agricultores locales. Su finalidad es garantizar primero la seguridad alimentaria, favoreciendo la producción local para los mercados locales. La idea básica es que se debe proteger la agricultura campesina en pequeña escala por su importancia para garantizar los objetivos en materia de seguridad alimentaria, empleo y medioambiente, siempre y cuando esa protección no ponga en peligro los medios de subsistencia de otros agricultores en otros países”.




      	Subvenciones solo para la agricultura familiar, campesina e indígena: “La soberanía alimentaria no descarta la protección mediante subvenciones, pero implica como corolario el derecho correspondiente de los países importadores a imponer aranceles para protegerse del dumping de productos subvencionados de exportación. Como se ha señalado, ‘uno de sus objetivos es detener la carrera por obtener el precio mínimo y la consiguiente desintegración de las comunidades rurales’ del Norte y del Sur. Así pues, se permiten las subvenciones, pero solo para apoyar a los pequeños agricultores que producen para los mercados internos y no para la exportación. Según la lógica de la soberanía alimentaria, nunca se deben permitir subvenciones a la agricultura a gran escala o al sector de exportación”.




      	Agricultura campesina: “La soberanía alimentaria hace hincapié en la agricultura campesina en pequeña escala orientada al mercado local y al consumidor nacional, frente al modelo vigente de agricultura industrializada y orientada a la exportación. Las organizaciones de la sociedad civil creen que el modelo orientado a la exportación está obligando a industrializar la cadena alimentaria, al precipitar el declive de las pequeñas explotaciones agrícolas y de la agricultura campesina, tanto en el Norte como en el Sur, en beneficio de las grandes empresas agroindustriales. Millones de agricultores de los países en desarrollo están perdiendo sus medios de subsistencia, pero los pequeños agricultores de los países desarrollados también están sufriendo. En el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por ejemplo, 20.000 trabajadores agrícolas abandonaron la agricultura en 1999, lo cual permitió una concentración de tierras aún mayor. Lo mismo está ocurriendo en el resto de Europa y en los Estados Unidos. La soberanía alimentaria parece indicar que los pequeños agricultores tienen mucho en común, tanto en el Norte como en el Sur. La soberanía alimentaria es un intento de encontrar puntos de entendimiento y solucionar la oposición que se ha creado por la cuestión de las subvenciones reconociendo que las subvenciones han beneficiado principalmente a las grandes explotaciones agrícolas y a las empresas agroindustriales”.




      	Acceso equitativo a los recursos: “La soberanía alimentaria supone también un llamamiento para que los pobres, especialmente las mujeres, tengan un mayor acceso a los recursos, impugnando lo que se percibe como una concentración cada vez mayor en la propiedad de los recursos. Al igual que la pobreza, la inseguridad alimentaria suele deberse a una falta de acceso a los recursos productivos, más que a la disponibilidad mundial de alimentos. La soberanía alimentaria exige el acceso equitativo a la tierra, las semillas, el agua, el crédito y otros recursos productivos, para que las personas puedan alimentarse por sí mismas. Esto supone impugnar las actuales relaciones de poder y distribución, por ejemplo, mediante una reforma agraria. Supone también impugnar la concentración cada vez mayor de la propiedad del comercio, el procesamiento y la venta de productos agrícolas por empresas agroindustriales transnacionales mejorando, por ejemplo, la legislación sobre la competencia (leyes antimonopolísticas) en el ámbito transnacional y prohibiendo la apropiación de conocimientos mediante regímenes jurídicos de propiedad intelectual. El concepto de soberanía alimentaria implica que se reconozcan los derechos de las comunidades a sus recursos locales tradicionales, incluidos los recursos fitogenéticos, y que se protejan los derechos de los agricultores a intercambiar y reproducir semillas”.




      	Derecho a rechazar tecnologías sobre la base del principio de precaución: “el concepto de soberanía alimentaria reconoce también el derecho de los países a rechazar las tecnologías que consideren inapropiadas como medida de precaución. Reconoce asimismo el derecho de los consumidores a poder decidir qué consumen, cómo se produce lo que consumen y quién lo produce. Esto significa que los consumidores deben tener la opción de consumir alimentos producidos en su propio país sin que ello se considere una limitación al comercio. Significa también que los consumidores deben poder elegir si quieren comer productos con organismos modificados genéticamente; el etiquetado de ingredientes modificados genéticamente podría considerarse un obstáculo al comercio indirecto. La soberanía alimentaria exige la protección de los intereses del consumidor, en particular una reglamentación de la seguridad alimentaria que incorpore el principio precautorio y un etiquetado preciso de los alimentos y los piensos animales, con información sobre su contenido y origen. La soberanía alimentaria exige también la participación de los consumidores, así como los productores, en la determinación de normas, tanto a nivel nacional como internacional. Por ejemplo, las CSO critican a la Comisión Mixta FAO/OMS del Codex Alimentarius, que fija las normas internacionales de seguridad alimentaria reconocidas por la OMC, por no incluir la participación de los pequeños productores y de los consumidores y por dejarse influir en gran medida por los grupos de presión y la participación de las grandes empresas agroindustriales, alimentarias y químicas. La soberanía alimentaria pretende restablecer este equilibrio”.


    




    Por último, el relator analizó la relación entre la soberanía alimentaria y el derecho humano a la alimentación adecuada, indicando que “ante la evidencia creciente de que el actual sistema comercial mundial está poniendo en peligro la seguridad alimentaria de los más pobres y marginados y está generando desigualdades cada vez mayores, el relator especial cree que es el momento de buscar otras alternativas que puedan garantizar mejor el derecho a la alimentación. La soberanía alimentaria ofrece una visión alternativa que coloca en primer plano la seguridad alimentaria y considera el comercio como un medio para conseguir un fin, y no como un fin en sí mismo. (...) Puesto que el derecho a la alimentación implica una obligación legal, los Estados deben hacer todo lo posible para respetarlo, protegerlo y hacerlo efectivo. El derecho a la alimentación es un derecho humano fundamental que se debe respetar al formular todas las políticas en materia agrícola y de alimentación. (...) Así pues, el derecho a la alimentación constituye una importante base legal para luchar por la soberanía alimentaria” (Relator de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2004: 12-15).




    En su último informe como relator especial ante la Asamblea General, Jean Ziegler volvió a reiterar los postulados de la estrategia de la soberanía alimentaria para concluir que “ante la evidencia creciente de que el sistema comercial mundial en vigor está poniendo en peligro la seguridad alimentaria de los más pobres y marginados y creando desigualdades cada vez mayores, el relator especial estima que es el momento de buscar otras alternativas que puedan garantizar mejor el derecho a la alimentación. La materialización del concepto de soberanía alimentaria es una solución valiosa” (Relator especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2008).




    El siguiente relator, Olivier De Schutter, destacó en su Informe Anual de 2013 la normativa municipal de Belo Horizonte de 1993 que “fijaba un marco normativo basado en la soberanía alimentaria”, como “un intento interesante por vincular a los pequeños agricultores con los consumidores locales con una redefinición de los sistemas locales de producción de alimentos”. Explicó que “en ese marco procuró crear varios canales de acceso económico a alimentos saludables. Por cuanto se consideró que los mercados convencionales con frecuencia eran demasiado costosos para los grupos de bajos ingresos y por cuanto los sectores más pobres de la ciudad, las favelas, habitualmente no contaban con buenos servicios de distribución de alimentos, la Secretaría creó servicios móviles de distribución de alimentos. Procuró apoyar la agricultura de las familias mediante la adquisición de alimentos por el Gobierno y con incentivos que asignaban prioridad a los productores locales, considerando que ese apoyo era fundamental para reducir la migración a las ciudades y alentar los métodos orgánicos de producción. El sistema local de producción de alimentos de la ciudad fue reconsiderado mediante la integración de cadenas logísticas y de abastecimiento de todo el sistema de distribución de alimentos y vinculando directamente a los productores locales con los consumidores para reducir los precios. En 2008 se seleccionó a 34 productores de ocho municipalidades rurales de Belo Horizonte en un proceso público, se les asignaron centros fijos de venta en toda la ciudad, y se reguló el precio y la calidad de sus productos para velar por que los alimentos fueran económicos y saludables. Ese mismo año la ciudad administró 49 mercados convencionales y siete mercados orgánicos que beneficiaron a 97 pequeños productores de las zonas aledañas”. En el mismo informe ponderó los proyectos de ley marco de derecho a la alimentación con soberanía alimentaria propuestos por el Parlamento Latinoamericano (Parlatino) y la Ley de Soberanía Alimentaria de Indonesia” (Relator especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2013).




    En su informe del año siguiente, fue un paso más allá al considerar que “la soberanía alimentaria, entendida como un requisito para la democracia en los sistemas alimentarios, que entraña la posibilidad de que las comunidades puedan elegir de qué sistemas alimentarios dependerán y cómo redefinirán esos sistemas, es una condición para la realización plena del derecho a la alimentación” (Relator especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2014).




    La tercera relatora, Hilal Elver, al analizar en su Informe Anual de 2016 la relación entre derecho a la alimentación y nutrición, señaló que “a fin de generar cambios significativos, las intervenciones deben dirigirse asimismo a los sistemas alimentarios para lograr que tengan en cuenta en mayor medida la nutrición. Es imprescindible que los sistemas alimentarios mundiales abandonen los métodos de producción agroindustriales causantes de la monotonía alimentaria y la dependencia de bebidas y alimentos ultraelaborados y pasen a respaldar la soberanía alimentaria, los productores en pequeña escala y los mercados locales y a basarse en el equilibrio ecológico, la biodiversidad agrícola y las prácticas tradicionales. La soberanía alimentaria permite a la población definir sus propias políticas y estrategias para producir, distribuir y consumir alimentos de forma sostenible. La mayoría de los alimentos del mundo son suministrados por agricultores locales, por lo que las iniciativas contra la malnutrición deberían respaldar a los pequeños agricultores y promover la producción que tenga en cuenta la nutrición. La agroecología garantiza la seguridad alimentaria y nutricional sin comprometer por ello la satisfacción de las necesidades económicas, sociales y ambientales de las generaciones futuras. Se centra en mantener una agricultura productiva en que el rendimiento sea sostenido y se optimice el uso de los recursos locales al tiempo que se minimizan las repercusiones ambientales y socioeconómicas negativas de las tecnologías modernas. Es urgente apoyar iniciativas de investigación ambiciosas para sentar las bases científicas que permitan afirmar que la agroecología es capaz de generar una producción que tenga en cuenta la nutrición y promover al mismo tiempo los medios de vida locales y el medio ambiente” (Relatora especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2016).




    En su informe del año siguiente, sobre Plaguicidas y Derecho a la Alimentación, la relatora concluyó que “hoy en día el modelo agrícola dominante resulta sumamente problemático, no solo por el daño que causan los plaguicidas, sino también por los efectos de estos en el cambio climático, la pérdida de diversidad biológica y la incapacidad para asegurar una soberanía alimentaria. Estas cuestiones están estrechamente interrelacionadas y deben abordarse de manera conjunta para hacer plenamente efectivo el derecho a la alimentación. Los esfuerzos por combatir los plaguicidas peligrosos solo tendrán éxito si tienen en cuenta los factores ecológicos, económicos y sociales de las políticas agrícolas que se articulan en los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Es necesaria voluntad política para reevaluar y hacer frente a los intereses particulares, los incentivos y las relaciones de poder que mantienen en pie la agricultura industrial dependiente de productos agroquímicos. Deben cuestionarse tanto las políticas agrícolas como los sistemas de comercio y la influencia de las empresas en las políticas públicas si se quieren abandonar los sistemas industriales de alimentación dependientes de plaguicidas” (Relatora especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2017).




    En su informe de 2018, sobre el derecho a la alimentación en contextos de emergencia, la relatora señaló que “la interpretación del derecho a la alimentación como derecho colectivo en el contexto humanitario daría un enfoque integral a la mejora de los sistemas alimentarios, proporcionaría protección jurídica adicional a las comunidades para su acceso a los recursos y bienes y protegería y fortalecería los sistemas alimentarios tradicionales y los conocimientos locales al tiempo que contribuiría a la recuperación en casos de emergencia. En otras palabras, las emergencias brindan la oportunidad de introducir los principios de la soberanía alimentaria como parte del derecho humano a la alimentación mientras se realizan actividades de recuperación en el contexto de los desastres y de las situaciones posteriores a los desastres (...). Al tiempo que se abordan las necesidades alimentarias más urgentes, los contextos posteriores a los desastres deben ser una ocasión para fomentar o introducir una soberanía alimentaria que apoye principalmente a los productores locales, los pequeños agricultores, los pescadores, las comunidades indígenas y las mujeres. Por todo ello, recomendó a los Estados que “regulen y supervisen las inversiones agrícolas en las situaciones de desastre, privilegiando la implicación local y la soberanía alimentaria, sin interferir en el mercado local” (Relatora especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2018).




    En su último informe ante la Asamblea General, la relatora finalizó su mandato expresando que “La globalización y la financierización de los sistemas alimentarios ha permitido a las grandes empresas agrícolas dominar el mercado y, así, decidir unilateralmente qué es lo que se produce y cuánto. Este desequilibrio de poder priva a las empresas pequeñas y medianas de soberanía alimentaria y casi no les deja otro remedio que aceptar las normas impuestas por las grandes empresas agrícolas” (Relatora especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, 2019).




    Finalmente, en su Informe Final tras la visita oficial a nuestro país, la relatora señaló que “a pesar de la existencia de una estructura legal y de estrategias bien formuladas e intencionadas para asegurar la realización del derecho a la alimentación, la Argentina no cuenta con una protección constitucional explícita de dicho derecho en el país. Por lo tanto, la Argentina no cuenta con las herramientas para abordar los problemas relacionados con la alimentación dentro de un marco legal exigible, con claros lineamientos para promover e implementar políticas integrales y multidimensionales. La relatora especial insiste en que el marco jurídico para el derecho a una alimentación adecuada debería incluir la soberanía alimentaria para todos” (Relatora especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Alimentación, Informe de Visita a la Argentina, 2019).




    5. REFLEXIONES FINALES




    La Constitución Nacional argentina no contiene un reconocimiento explícito de la soberanía alimentaria, aunque cabe argumentar que podría inferirse válidamente de los derechos implícitos que nacen de la “soberanía del pueblo” (artículo 33).




    De lo que no caben dudas es del reconocimiento del derecho humano a la alimentación adecuada en el texto constitucional a partir de la jerarquía de los instrumentos de derechos humanos que explícita o implícitamente lo reconocen (artículo 75 inciso 22).




    Siendo así, el derecho humano a la alimentación adecuada constituye no solo un pilar fundamental y condición del paradigma y sistema de la soberanía alimentaria, sino que ofrece una base legal suficientemente sólida y un medio idóneo para reclamar y exigir políticas públicas que propendan a su realización.
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